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                    Corte Suprema de Justicia

                           Dirección Jurídica


San José, 16 de noviembre de 2016

                                                                                Oficio Nº  DJ-AJ-3039-2016

Máster

José Luis Bermúdez Obando

Director a.i. Gestión Humana

S.      D.

Estimado señor:

Le remito la respuesta a la consulta realizada mediante el oficio 3574-AP-2016, del 7 de octubre del 2016, suscrito por el señor Juan José Carvajal Siles, servidor de la Unidad de Prestaciones Legales y de la Dirección de Gestión Humana del Poder Judicial. En el citado oficio se solicita criterio jurídico en relación con el cobro del auxilio de cesantía en aplicación del artículo 586 del Código de Trabajo.
I. De la Gestión:


En correo electrónico, del 22 de octubre del presente año, remitido por el señor Juan José Carvajal Siles, por medio del oficio 3747-AP-2016, se solicita criterio por parte de esta Dirección Jurídica en relación con lo siguiente:  

En virtud del reingreso laboral del jubilado judicial José Miguel Bonilla Cordero, nos permitimos solicitar su criterio jurídico en relación con el cobro del auxilio de cesantía en aplicación del artículo 586 del Código de Trabajo, dada la situación descrita a continuación:

· El Consejo Superior, en sesión número 51-2016, artículo VIII, del 24 de mayo de 2016, aprobó la jubilación del señor Bonilla Cordero, a partir del 1 de junio del 2016.

· En concordancia con la aprobación del derecho de jubilación del señor Bonilla Cordero y en aplicación de los artículos 29, 30 y 85 del Código de Trabajo, la Unidad de Prestaciones Legales y Otros, determinó un monto de ¢21,831,598.31 (Veintiún millones ochocientos treinta y un mil quinientos noventa y ocho colones con 31/100) equivalente a 240 días de Auxilio de Cesantía,  fue girado a favor del interesado mediante la carga N° 264, en fecha 20 de julio de 2016.

· Posteriormente, en fecha 29 de setiembre de 2016, mediante oficio de proposición N° 3840-IJ-2016, se aprobó en la Proposición de Nombramiento (PIN), nombramiento interino del señor Bonilla Cordero del 19 al 28 de septiembre del 2016 (8 días).

· Al corroborar el tiempo transcurrido desde la fecha de la jubilación hasta el inicio de vigencia del nombramiento indicado, se determinó que transcurrieron 109 días, siendo que de acuerdo al artículo 586 del Código de Trabajo, el señor Bonilla Cordero tenían imposibilidad de laborar para cualquier dependencia del Estado, por un tiempo igual al representado por la suma recibida en calidad de auxilio de cesantía, es decir, 240 días.
Por lo anterior, la consulta a plantear por esta Dirección es en relación con el monto y cantidad de días que debe reintegrar el señor Bonilla Cordero al Tesoro Público, por haber aceptado el nombramiento señalado en los párrafos anteriores, dentro del plazo inmerso en el tiempo de auxilio de cesantía determinado por motivo de su jubilación.
II. Antecedente:
En sesión del Consejo Superior número 51-2016 del 24 de mayo del 2016, artículo VIII, se acordó: 

1.) Aprobar la actualización de los cálculos de la jubilación del licenciado José Miguel Bonilla Cordero, Inspector Asistente del Tribunal de la Inspección Judicial, cuya asignación mensual será de ¢3.722.151,95  (tres millones setecientos veintidós mil ciento cincuenta y un colones con noventa y cinco céntimos) , a partir del 1 de junio de 2016. 2.) Agradecer a don José Miguel, los servicios prestados al Poder Judicial y de conformidad con los artículos 1° y 3° del Reglamento respectivo, otorgarle un pergamino de Mérito y Reconocimiento, que se le entregará oportunamente. 3.) Se advierte al señor José Miguel, que en el eventual caso que llegare a laborar para otro ente estatal, se le suspenderá el goce de la jubilación durante el tiempo que esté percibiendo cualquier otro sueldo del Estado, según lo establece el artículo 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Además se le informa que tiene imposibilidad de laborar para el Estado, de conformidad con lo normado en el artículo 586, inciso b del Código de Trabajo, según lo que establezca la Dirección de Gestión Humana. 4.) En el entendido que es a partir del 1 de junio fecha en que cumple uno de los dos requisitos el servidor Bonilla Cordero.    

La Dirección de Gestión Humana , los Departamentos Financiero Contable, de Prensa y Comunicación Organizacional y la Oficina de Relaciones Públicas y Protocolo tomarán nota para los fines consiguientes. Se declara acuerdo firme. 

III. Normativa aplicable
Los artículos 585 y 586 del Código de Trabajo, ley N° 2 del 27 de agosto de 1943, establecen lo siguiente:
ARTÍCULO 585.- Trabajador del Estado o de sus Instituciones, es toda persona que preste a aquél o a éstas un servicio material, intelectual o de ambos géneros, en virtud del nombramiento que le fuere expedido por autoridad o funcionario competente, o por el hecho de figurar en las listas del presupuesto o en las de pago por planillas.

Cualquiera de estas últimas circunstancias sustituye, para todos los efectos legales, al contrato escrito de trabajo.

ARTICULO 586.- El concepto del artículo anterior comprende, en cuanto al pago de prestaciones que prevén los artículos 28, 29 y 31, en su caso, de este Código, al Tesorero y Sub- Tesorero Nacionales y Jefe de la Oficina de Presupuesto; a los representantes diplomáticos de la República y Secretarios, Consejeros y Agregados de las Embajadas y Legaciones del país en el extranjero; a los Cónsules; al Procurador General de la República; al Secretario Particular del Presidente de la República y a los empleados de confianza directamente subordinados a él; a los Oficiales Mayores de los Ministerios, Secretarios Privados de los Ministros y empleados de su servicio personal; a los Gobernadores, Jefes Políticos y Agentes Principales y Auxiliares de Policía; a los miembros de los Resguardos Fiscales; de la Policía Militar, de la Guardia Civil, de la Guardia Presidencial, del personal de Cárceles y Prisiones, de los Oficiales e Inspectores de la Dirección General de Tránsito, de la Dirección General de Detectives, de los Departamentos de Extranjeros y Cédulas de Residencia y de Migración y Pasaportes y, en general, a todos aquellos que estén de alta en el servicio activo de las armas.

El concepto del artículo anterior no comprende a quienes desempeñen puestos de elección popular, de dirección o de confianza, según la enumeración precisa que de esos casos de excepción hará el respectivo reglamento.

Las personas que exceptúa el párrafo que precede no se regirán por las disposiciones del presente Código sino, únicamente, por las que establezcan las leyes, decretos o acuerdos especiales.

Sin embargo, mientras no se dicten dichas normas, gozarán de los beneficios que otorga este Código en lo que, a juicio del Poder Ejecutivo o, en su caso, de los Tribunales de Trabajo, sea compatible con la seguridad del Estado y la naturaleza del cargo que sirven.

a)  En el caso de haber causa justificada para el despido, los servidores indicados en el párrafo primero de este artículo no tendrán derecho a las indemnizaciones ahí previstas. La causa justificada se determinará y calificará, para los fines correspondientes, de conformidad con el artículo 81 de este Código y de acuerdo con lo que sobre el particular disponga las leyes, decretos o reglamentos interiores de trabajo, relativos a las dependencias del Estado en que laboran dichos servidores. 

b)  Los servidores que se acojan a los beneficios de este artículo no podrán ocupar cargos remunerados en ninguna dependencia del Estado, durante un tiempo igual al representado por la suma recibida en calidad de auxilio de cesantía. Si dentro de ese lapso llegaren a aceptarlo, quedarán obligados a reintegrar al Tesoro Público las sumas percibidas por ese concepto, deduciendo aquellas que representen los salarios que habrían devengado durante el término que permanecieron cesantes. 

c)  La Procuraduría General de la República procederá al cobro de las sumas que deban reintegrarse, por contravención a la prohibición que establece el inciso precedente, con fundamento en certificaciones extendidas por las oficinas correspondientes, tanto del acuerdo de pago como del nuevo nombramiento y pago de sueldos. Tales certificaciones tendrán el carácter de título ejecutivo para los efectos consiguientes. 

    Lo anterior, sin perjuicio de las responsabilidades  penales o de otra índole en que incurriere el servidor, por contravención a las disposiciones aquí contenidas.

d)  Se considerará prueba suficiente del tiempo servido la certificación extendida por la Sección de Personal de la dependencia que corresponda, con indicación de fecha y número de acuerdos.

    Para efectos de cobro, se pedirá solamente la presentación de cuentas de Gobierno a las cuales debe acompañarse la certificación de la Sección de Personal.

e)  Los trabajadores a que se refiere el párrafo primero de este artículo, sólo podrán ser despedidos sin justa causa, expidiendo simultáneamente la orden de pago de las prestaciones aquí establecidas.  El acuerdo de despido y la orden de pago deberán publicarse en la misma fecha en el Diario Oficial en cada caso. (Las negritas no son del original).

IV. Jurisprudencia de interés: 

1.- La Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia en sentencia número 671 de las nueve horas cuarenta minutos del veintiséis de junio del dos mil quince, ha señalado que: 

[…] A la luz de los razonamientos efectuados, la Sala considera que le asiste razón al recurrente y por ese motivo debe revocarse lo resuelto por las instancias precedentes ya que el Banco de Costa Rica estaba legitimado para solicitarle a la accionante el reintegro de lo pagado en vista de que continúa prestando sus servicios a un ente sea este público o empresa pública de la organización administrativa,  por lo que al reincorporarse a ejercer funciones a esta empresa, debía devolver lo recibido por concepto de cesantía, pues es un mismo patrono al que está prestado de nuevo sus servicios.[…] (El subrayado no es del original).

2.- La Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia en sentencia número 648 de las nueve horas cincuenta minutos del siete de setiembre del dos mil siete, interpreta que:

[…] “Los servidores que se acojan a los beneficios de este artículo no podrán ocupar cargos remunerados en ninguna dependencia del Estado, durante un tiempo igual al representado por la suma recibida en calidad de auxilio de cesantía. Si dentro de ese lapso llegaren a aceptarlo, quedarán obligados a reintegrar al Tesoro Público las sumas recibidas por ese concepto deduciendo aquellas que representen los salarios que habían devengado durante el término que permanecieron cesantes”. Con esa norma, el legislador pretendió prohibirle al servidor público durante un tiempo igual al representado por la suma recibida en calidad de auxilio de cesantía, continuar la relación de servicio con el Estado; no obstante, se le permite hacerlo si antes de ocupar el nuevo puesto en la Administración Pública, reintegra total o parcialmente, según sea el caso, las sumas correspondientes a los meses de salario que recibió. Así las cosas, no podría exonerarse al demandado del cumplimiento de esa obligación (auxilio de cesantía), con base en una norma que no lo autoriza expresamente para ello, toda vez que las consecuencias jurídicas ahí previstas corresponden a un supuesto de hecho distinto al planteado en el caso concreto, pues no fue como se ha sostenido, que la actora inició una relación laboral con la Universidad Nacional cuando fue despedida como Directora de la Orquesta Sinfónica Nacional sino que concomitantemente prestó servicios en ambos sectores del Estado. En consecuencia, y con independencia de que el nombramiento paralelo fuera o no correcto -situación que no se está valorando en este momento-, el demandado no puede eximirse de pagar ese extremo, conforme se ha establecido para aquellos casos cuando la administración causa un perjuicio como el que se ha analizado […]  (El subrayado no es del original).

V. Criterio y análisis del caso en concreto.

El señor José Miguel Bonilla Cordero se acogió a su derecho de jubilación a partir del 1° de junio del presente año y en razón de ello la Unidad de Prestaciones Legales y Otros determinó que se le debía cancelar lo correspondiente a 240 días por concepto de auxilio de cesantía, para un total de ¢21.831.598,31 (Veintiún millones ochocientos treinta y un mil quinientos noventa y ocho colones con 31/100). 

Por la anterior situación, el señor Bonilla Cordero fue apercibido por el Consejo Superior, mediante acuerdo tomado en la sesión número 51-2016 del 24 de mayo del 2016, artículo VIII, de lo estipulado en el artículo 586 del Código de Trabajo, el cual establece que el servidor cesado no podrá volver a trabajar para ninguna dependencia del Estado por el plazo que le fue cancelado por auxilio de cesantía. 

En este caso, al ex servidor judicial le fueron pagados 240 días por dicho concepto. No obstante, transcurridos 109 días aceptó un nombramiento de ocho días en la institución; el cual empezó el día 19 de setiembre de los corrientes. Este hecho lleva a afirmar que el señor Bonilla Cordero incumplió con lo dispuesto en nuestro ordenamiento jurídico, por lo que debe reintegrar al Tesoro Público lo percibido por auxilio de cesantía a partir del momento en que dejó de estar cesante. Es decir, está en la obligación de devolver la suma correspondiente a 131 días -saldo de días que quedó al descubierto y que empiezan a contar a partir de la aceptación de dicho nombramiento. 

Esto por cuanto en la norma de aplicación no se reguló si la devolución debía ser total o parcial en virtud del incumplimiento de lo regulado, no obstante, en virtud de la aplicación del Principio Protector, en su vertiente Aplicación de la condición más beneficiosa, se estima que deberá reintegrar los días dichos y no la totalidad de lo pagado por concepto de cesantía. 

VI. Conclusión.

De los 240 días que por concepto de cesantía percibió el señor Bonilla, deberá reintegrar la suma correspondiente a 131 días -saldo de días que quedó al descubierto y que empiezan a contar a partir de la aceptación de un nombramiento en la institución. 

Conforme lo expuesto se deja rendido el informe solicitado.
Elaborado por

Miguel Venegas Chacón

Área de Análisis Jurídico 

 Atentamente, 

Licda. Silvia Calvo Solano,                               [image: image1.emf]X

Karol Monge Molina

Subdirectora Jurídica
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